Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 40 minutos) 


Quiero dejar constancia de dos invitaciones que se han hecho llegar a esta Comisión. Una - 
que llegó recién el día 29 del mes pasado- responde a la realización de un evento que se llevó a cabo 
el viernes 30 de noviembre por parte del Ministerio de Educación y Cultura, como consecuencia de la 
firma de un convenio con el Instituto de Educación Popular “El Abrojo”, con el objetivo de crear 
promotores de derechos humanos. Damos cuenta de este evento, entonces, recalcando que la 
invitación llegó después de la última sesión de esta Comisión, sobre la fecha de realización. 


También el día 29 llegó una invitación del profesor Jorge Muiño, para presenciar, el viernes 
30 de noviembre, la ponencia de sus alumnos denominada “Emigraciones uruguayas y el futuro de 
nuestro país” en el salón de actos del Ministerio de Educación y Cultura. 


Damos la palabra al señor Senador Amaro, quien antes de empezar la sesión había 
solicitado hacer un planteamiento. 


SEÑOR AMARO.- Señor Presidente: como los señores Senadores saben, resido en el departamento 
de Florida, donde la Asociación de Padres y Amigos de Discapacitados de ese departamento me hizo 
llegar una nota que refiere a la situación del Centro Dr. Jacobo Zibil, el que, de no arribarse a una 
solución, maneja la posibilidad de su inminente cierre. El presupuesto actual de ese Centro resulta 
insostenible, porque actualmente sobrepasa la cantidad de niños que puede atender. En el día de 
mañana se me hará llegar toda la documentación, que lamentablemente dejé en el departamento de 
Florida; no obstante, en el día de hoy me llegó vía e-mail una carta que no está firmada y que dice así: 


“Señor Senador 
De nuestra mayor consideración. 


Motiva la presente llegar hasta usted con la intención de poner en su conocimiento la 
situación por la que está atravesando actualmente nuestra Institución. Como es por usted sabido, en el 
marco de la vigencia del artículo 90 de la Ley N* 18.083, de Reforma Tributaria, se ha producido la 
derogación de las exoneraciones de aportes patronales de contribuciones especiales de seguridad 
social, salvo, entre otras, las otorgadas al amparo de los artículos 5* y 69 de la Constitución (literal A) 
del mencionado artículo) de las que gozaba nuestra Asociación”. 


Con la promulgación del Decreto 263/2007 se habilitó un período de 120 días a efectos de 
que el Banco de Previsión Social realice un análisis caso por caso. 


En cumplimiento de la referida normativa, con fecha 3 de noviembre de 2007 hemos 
presentado la correspondiente solicitud de exoneración, la cual ha sido ingresada por el Banco de 
Previsión Social” con determinado número de trámite. 


“Con fecha 16 del corriente hemos recibido notificación del Banco de Previsión social, 
dándonos vista del expediente en el cual consta informe de la Asesoría Letrada de ATYR que 
recomienda no hacer lugar a nuestra solicitud en reconocimiento de la referida exoneración de 
aportes”. 


Así se produce el problema del “Centro Jacobo Zibil” para solventar su presupuesto, que ya se 
encontraba en una situación difícil. Hubo un descalabro total de sus finanzas y, según me 
transmitieron, de persistir esta situación tendrán que cerrar sus puertas. Les dije que siempre hay un 
compás de espera y que personalmente denunciaría la situación ante la Comisión, que se haría eco del 
problema, como ocurrió en la instancia de la Rendición de Cuentas, y que seguramente mandaríamos 


una comunicación al Banco de Previsión Social, en nombre de todos los miembros de la Comisión, a 
los efectos de que se conozca la gravedad del tema, porque ellos ya saben cuál es el problema y son 
conscientes de que es realmente grave. Ellos convocaron a las fuerzas sociales de Florida para 
ponerlos en conocimiento de la situación y la asociación de padres es la que se encarga del tema. 


Por lo expuesto, cumplo con el pedido hecho por el Centro Dr. Jacobo Zibil. Creo que el 
Gobierno va a tener que tomar alguna medida. De lo contrario, la situación de este Centro, que ha 
costado tantos años de lucha y en el que no solamente está imbuida la sociedad floridense, sino todo 
el país -porque hay niños de muchos departamentos-, se tornará realmente grave y así nos lo 
han hecho saber. 


SEÑOR LORIER.- Señor Presidente: compartimos las inquietudes planteadas por el señor Senador 
Amaro. Nos parece importante recordar que distintos Legisladores, en particular aquellos que 
provenimos del departamento de Florida -Diputados departamentales de todos los partidos- y el propio 
Intendente Municipal de Florida estuvimos reunidos con el Directorio del Instituto del Niño y el 
Adolescente, tratando de abrir caminos de salida y se buscar soluciones para un conjunto de 
problemas planteados por el Centro Dr. Jacobo Zibil. Y en medio de este trabajoso camino por ir 
subsanando problemas aparece esta dificultad, sobre la que nos han hecho llegar planteos y respecto 
a la cual tengo en mi poder algún material. No pude participar en la reunión que se llevó a cabo en 
Florida y a la que fuimos convocados todos los Legisladores departamentales, así como quienes tienen 
algún vínculo con el departamento. Hemos conocido esta realidad y sabemos que hay otro material 
más detallado -seguramente el señor Senador Amaro tiene conocimiento de ello- que nos estarían 
haciendo llegar en estos días, a los efectos de que la Comisión tome cartas en el asunto -como lo hizo 
en su momento-, intentando conversar con las autoridades pertinentes, en particular el Banco de 
Previsión Social, a fin de saber de qué se trata efectivamente esto y cómo se puede solucionar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A mi modo de ver, aquí hay dos temas. Uno de ellos fue tratado en esta 
Comisión -justamente, a propuesta de los señores Senadores Amaro y Lorier- con el fin de reforzar en 
la Rendición de Cuentas la partida destinada al Centro Dr. Jacobo Zibil. Recuerdo que junto con la 
Vicepresidenta estuvimos trabajando en este tema, y entiendo que el objetivo se logró. Esto no sólo lo 
digo como una afirmación, sino como pregunta, porque me gustaría quedarme tranquilo en cuanto a 
que fue resuelto adecuadamente. 


Con respecto al otro tema, referido al Banco de Previsión Social, debo decir que 
seguramente haya más instituciones en la misma situación, pero es ésta la que se plantea aquí. En lo 
personal, considero que hay que hacer las gestiones con el Directorio del Banco de Previsión Social, 
procurando rever esta situación; para eso tenemos que definir quién o quiénes se encargarán, aunque 
desde ya adelanto que estoy a las órdenes. 


Debemos tener presente que en este país, esta especie de red de apoyo a las personas con 
discapacidad es llevada adelante, básicamente, por organizaciones de la sociedad civil. Hoy de 
mañana se entregó el premio “Eslabón Solidario” durante una larga ceremonia en la que se reconoció a 
un conjunto de instituciones de la sociedad civil, o a personas que han tenido iniciativas de diverso tipo. 
Aclaro que no me parece mal, sino al contrario; creo que la eficiencia, la dedicación y el afecto que 
estas organizaciones le ponen al tema no podría sustituirse por una determinada unidad dentro del 
aparato del Estado. De todos modos y como más de una vez se dijo en este tipo de asuntos, 
paralelamente tenemos que ir ajustando los controles y exigiendo -como hoy día se está haciendo- las 
rendiciones de cuentas de todos los recursos que se brindan, para estar todos tranquilos. No podemos 
dudar de que debemos mantener vivo este tipo de red de apoyo a las personas con discapacidad, 
porque no existe otra sustitutiva; esta es con la que se cuenta. 


Si no hay otra opinión respecto de este tema, podríamos terminar de reunir la información - 
todavía hay material que está por llegar- y definir quién o quiénes realizarán la gestión. Creo que así es 
como debemos proceder, ya que este tema es bien conocido: debemos convencer al Banco de 
Previsión Social de cuál es la realidad en este caso. 


SEÑOR AMARO.- Me gustaría que se invitara a un miembro de la Asociación de Padres -puede ser su 
Presidente o pertenecer a la Dirección de la escuela; en fin, lo que resuelva esta Comisión- para que 


acompañara a esa delegación, a efectos de que pueda constatar que, en realidad, nosotros solamente 
podemos brindar apoyo. De todos modos, si esto no es posible, acepto lo que la Comisión proponga. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro que estamos con escasez de tiempo, porque solamente tenemos los 
días 10 y 17 para sesionar, ya que el siguiente sería el 24, que es Nochebuena. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


Hemos acordado, pues, invitar para la sesión del próximo lunes al señor Presidente del Banco 
de Previsión Social y a las autoridades que él disponga, a los efectos de plantearle, inicialmente, la 
situación del Centro Dr. Jacobo Zibil, del departamento de Florida, para lo que se le enviaría -junto con 
la citación- la versión taquigráfica de esta reunión. A continuación, y en función de ese planteo, 
discutiremos los criterios generales que va a aplicar dicho Organismo en temas similares, esto es, 
aquellos que tienen que ver con organizaciones de la sociedad civil con fines sociales. 


Asimismo, estaríamos de acuerdo con que en la sesión del día 17 de diciembre hiciéramos el 
mayor de los esfuerzos para tratar de resolver los proyectos que han sido presentados con relación al 
Registro Especial de Personas con Discapacidades Físicas y su acceso a los actos electorales. 


SEÑORA PERCOVICH.- Yo agregaría que se ingrese el proyecto de ley sobre migración, que viene 
corregido de la Cámara de Representantes, por lo que tendríamos que buscar un espacio para 
aprobarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo, señora Senadora, porque es un proyecto de ley que fue 
aprobado aquí por unanimidad y ahora deberíamos buscar el momento oportuno para tratarlo en una 
de las dos sesiones que nos quedan de aquí en más. No es fácil fijar sesiones extraordinarias a esta 
altura del año, pero cabe recordar que ese proyecto de ley aún no ha ingresado; ni bien ello ocurra, 
procuraremos resolver la situación. De todos modos, podemos incluirlo ya en el orden del día de la 
semana próxima, partiendo de la base de que ingresará en estos días. Además, ello nos permitiría ir 
preparando un comparativo entre el texto del proyecto de ley que aprobamos en el Senado y el que 
viene ahora de la Cámara de Representantes, para ver cuáles son las diferencias. 


(Apoyados) 


En cuanto al proyecto de ley oportunamente presentado y que tenemos a estudio, debo 
recordar que comparecieron en esta Comisión representantes de la Corte Electoral. Me gustaría que 
los señores Senadores que estuvieron presentes en esa oportunidad -yo estaba en uso de licencia- 
comentaran si esa concurrencia aportó suficientes elementos de juicio como para avanzar en el 
tratamiento del proyecto de ley, o si sería preciso convocar a alguien más o recabar alguna otra opinión 
por escrito. No sé qué opiniones hay al respecto. 


SEÑORA PERCOVICH.- La aspiración es que esto se concrete, porque viene siendo tratado en el 
Parlamento desde hace muchos años. En realidad, hay opiniones divididas en la propia Corte Electoral. 
Creo que es difícil tener opiniones más calificadas que las autoridades de ese Organismo, que son 
quienes tendrán que aplicar después el proyecto de ley. O sea que tendremos que ir tomando opciones 
de acuerdo con la perspectiva que tengamos cada uno de nosotros. Sugiero, pues, que comencemos a 
mirar el comparativo para ir formándonos una opinión al respecto, para ver si podemos avanzar y, de 
pronto, en la próxima sesión tener una opinión sobre cada uno de los artículos y, en consecuencia, 
aprobarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador Antía proponía la comparecencia del señor Senador 
Penadés, autor de uno de los proyectos de ley en cuestión; a efectos de contemplarlo, creo que 
podríamos hacer lo siguiente: como, en principio, la discusión de este tema está programada para la 
sesión del día 17 de diciembre, se lo invitaría para que también él participe de su tratamiento. En 
cuanto a la otra iniciativa que se presentó, los autores están aquí presentes, por lo que no habría 
ninguna dificultad para su análisis. 


La señora Secretaria me acota -y es bueno tenerlo en cuenta- que se repartió una 
presentación relativa a este tema, realizada por el señor Senador Penadés. 


Pregunto a la señora Senadora Percovich si estaría en condiciones -dado que es 
coautora de una de las iniciativas- de darnos un panorama general del proyecto de ley en cuestión. En 
realidad, tengo claras algunas de las diferencias entre los proyectos, pero igualmente me gustaría que 
la señora Senadora hiciera algún planteo acerca de cuáles serían, a su entender, los puntos esenciales 
que tenemos pendientes de resolución. Evidentemente, los criterios planteados en ambos proyectos 
para abordar el mismo problema, son distintos. 


SEÑORA PERCOVICH.- En primer lugar, quiero señalar que cuando comenzamos a analizar las 
iniciativas estuvimos de acuerdo en que el primer artículo del proyecto presentado por el señor 
Senador Penadés estaba mejor redactado, porque definía la ley que tiene que ver con la creación de 
archivos. Incluso, el nuestro quedaría obsoleto porque, si no me equivoco, en este Período la ley fue 
modificada. De todos modos, esto habría que revisarlo porque, insisto, este año se creó el Sistema 
Nacional de Archivos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permite, señora Senadora, podríamos solicitar a Secretaría que en el 
artículo 1* corrija la referencia. 


SEÑORA PERCOVICH.- Otra diferencia tiene que ver con el lugar de votación. En el proyecto que 
habíamos presentado se variaba el lugar donde las personas discapacitadas tenían que votar, pero en 
aquellos locales donde se verificaba que las había, se obligaba a que se destinara un lugar en la planta 
baja para que pudieran hacerlo. Esta es otra de las grandes diferencias, reitero, porque por la iniciativa 
del señor Senador Penadés se crean lugares especiales. 


También hay una diferencia con respecto a la certificación, porque en nuestro proyecto se 
exige que la persona que realice la certificación no sea cualquier médico, sino que exista, realmente, 
una autoridad responsable del certificado que se expide. De esta forma, si hubiera alguna 
irregularidad, sería el propio Estado, por intermedio del Ministerio de Salud Pública, el que tendría que 
hacerse cargo de ella. 


Otra diferencia tiene que ver con que en un caso se crea un cupo de votos observados, lo 
cual motivó distintos puntos de vista entre los propios integrantes de la Corte Electoral. 


SEÑOR LORIER.- Se me ocurre que, a los efectos de tener un panorama más claro acerca de las 
diferencias entre ambas iniciativas, deberíamos postergar la consideración de este tema para la 
próxima sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Estoy de acuerdo con la propuesta del señor Senador Lorier, en tanto no tiene 
sentido comprometer a nadie a tomar una posición en momentos en que recién estamos empezando a 
reflexionar sobre el asunto. De todos modos, me permitiría puntualizar dos aspectos. Uno de ellos tiene 
que ver con lo que señaló la señora Senadora en cuanto a la importancia de que la certificación se 
otorgue bajo ciertas garantías, ya que, evidentemente, se desvirtuaría todo el sistema si a los efectos 
de simplificar las cosas fuera suficiente con inscribirse en el Registro. 


Por otro lado, el proyecto de ley presentado por el señor Senador Penadés tiende a evitar 
que los ciudadanos voten observados, lo que en principio me parece positivo dado que, de alguna 
forma, es más inclusivo. La persona se inscribiría en el Registro y éste incluiría su número de 
credencial en las primeras mesas, en tandas de cuarenta cuando es en general, y de treinta tratándose 
de circuitos rurales. De cualquier manera, su hoja electoral quedaría en ese circuito, por lo que si la 
persona se presenta allí, como corresponde, no vota observada. La previsión adicional es que la Corte 
Electoral verifique que en esos circuitos -que siempre son los primeros de cada serie, supongo que por 
un tema de orden- se den las condiciones de accesibilidad. 


En definitiva, una vez hecho el Registro se toma esa previsión en el momento de la 
confección de los padrones de cada circuito, y a la persona le queda univocamente asignado el circuito 


al que debe concurrir para votar, que deberá contar con las condiciones de accesibilidad. En ese caso 
vota sin observaciones; es prácticamente la única modalidad que existe, salvo casos muy 
excepcionales. 


En concreto, deseaba plantear estos dos aspectos, aunque confieso que no sé si la Corte 
Electoral ha manifestado una visión distinta. 


SEÑORA PERCOVICH.- Entre las diferencias que existen podemos advertir que el hecho de 
establecer un circuito distinto implica traslados. Nos parece que en este caso se facilita mucho más la 
accesibilidad. Además, el hecho de que sean votos observados da seguridad electoral, ya que no son 
votos observados por identidad e, inclusive, no habría problema porque no serían tantos. 


SEÑORA XAVIER.- Pido disculpas porque no he tenido oportunidad de leer las versiones taquigráficas 
de la comparecencia de las autoridades electorales en esta Comisión para saber cuál es su opinión, 
pero en una rápida lectura que hice cuando comenzamos a estudiar el tema me llamó la atención el 
cambio de circuito hacia el principio de las series, porque es donde se concentra la mayor cantidad de 
adultos mayores, y no solamente se puede dificultar el traslado de ellas, sino que el circuito se vería 
sumamente enlentecido por la conjunción de adultos mayores más las personas que tienen algún tipo 
de discapacidad motriz. Me parece que esa es una de las cuestiones a tener en cuenta, porque son 
diferencias de valoración con respecto a lo que un proyecto expresa. Creo que es importante buscar la 
forma de facilitar la accesibilidad. 


SEÑOR AMARO.- Pienso que lo que se ha hecho está bien. No veo otra solución que la del voto 
observado, porque va a salvar todas las situaciones que puedan suscitarse. Además, un punto 
importante es que no se vean discriminados aquellos que no pueden votar en su circuito. El sistema 
actual -que no es el mejor- ha funcionado. Personalmente, he visto en distintas mesas que 
cuando llega un discapacitado todos los delegados colaboran y de inmediato le ofrecen el lugar. Lo 
mismo sucede con alguna persona que llega con mediana capacidad o con enfermedad transitoria. 
Creo que el uruguayo se ha acostumbrado a este sistema. La solución para una persona discapacitada 
es el voto observado, es decir, trasladarse, por ejemplo, a una mesa que está frente a su casa, aunque 
no sea el circuito que le pertenece. No hay otra solución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría revisar alguna encuesta del año 2004 para saber de cuántos 
discapacitados motrices mayores de 18 años estamos hablando. Esta información podría estar 
disponible para la próxima sesión. 


SEÑOR ANTÍA.- Quiero comentar que lo que me quedó claro de la visita de los miembros de la Corte 
Electoral es que no quieren votos observados. La mayor parte de los miembros se manifestaron en 
contra del voto observado. Entonces, me parece que habilitar una solución -como opción- no está mal. 
Hay discapacitados motrices que prefieren no inscribirse en ese Registro Especial y mantenerse donde 
están. Pensando en la defensa de los derechos, de pronto se puede generar la opción de inscribirse, 
con algunos días de anticipación, en alguna de las mesas con mejor accesibilidad. Es una idea que no 
me parece mal y no es discriminatoria; por el contrario, facilita la tarea. 


Lo del voto observado corresponde a un tema que se ha priorizado; se ha puesto por encima 
de otros buscando que haya la menor cantidad de votos observados para evitar decisiones que se 
complicarían. Hace poco, una elección se definió por muy poco porcentaje, por lo que si agregamos 
30.000, 40.000 ó 50.000 discapacitados, estaríamos complicando el problema. Creo que ellos 
priorizaron el tema de que el voto no fuera observado. 


Ahora bien, ¿por qué no pensamos en la posibilidad de dar al discapacitado motriz el derecho 
de que no vote?, porque eso también sería respetar su libertad. Estoy pensando en voz alta. Puede 
ocurrir que por conciencia cívica quieran votar igual, pero creo que no deberíamos obligarlos a que lo 
hagan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos partiendo de la base de que en el Uruguay hay, aproximadamente, 
210.000 personas con discapacidad -que pueden ser más porque, obviamente, las discapacidades 


aumentan con la edad-; dos tercios de esa cifra, o sea, 140.000 ó 150.000, normalmente votan. Por 
supuesto, hay que considerar cuántos de ellos son discapacitados motrices, pero en cualquier caso es 
un número alto, que adelanto que voy a traer para la sesión de la semana que viene. Tal cosa va a 
favor de lo que decía el señor Senador en el sentido de que agrega -al menos, potencialmente- un 
número importante de votos observados, número que vamos a ver si luego podemos acotar con mayor 
precisión. 


Por otra parte, tratando de conocer un poco hacia dónde discurre el pensamiento de las 
personas con discapacidad, lo que cada vez se busca más es el tratamiento igualitario. Por ejemplo, si 
a las personas convencionales se les exige la obligatoriedad del voto, las personas con discapacidad 
quieren que se les brinde el mismo tratamiento. Por lo tanto, pienso que no verían bien esa opción. Es 
distinto el caso de una persona enferma; el discapacitado no considera ni acepta, en modo alguno, que 
se lo vea como a un enfermo, sino que aspira a que se vea en él a alguien que tiene una discapacidad. 
A mi juicio, creo que deberíamos buscar la vuelta para que puedan votar y exigirles, igual que a los 
demás, el voto obligatorio. De todas maneras, estoy de acuerdo con usted, señor Senador, en que el 
número de votos observados puede ser grande. 


Es un tema importante para ser analizado cuantitativamente, más allá de lo cualitativo de la 
solución. 


SEÑORA PERCOVICH.- En primer lugar debo decir que, en general, lo que las organizaciones de 
discapacitados nos han reclamado es la posibilidad de ejercer el derecho de votar; esto surge, pues, 
porque es una demanda de las organizaciones sociales. 


En segundo término, no debemos olvidar que existe un proyecto venido de la Cámara de 
Representantes -radicado en otra Comisión- que define la no obligatoriedad del voto a partir de 
determinada edad. Me estoy refiriendo a una modificación de la ley electoral que debe de haber sido 
acompañada, obviamente, por dos tercios de votos. 


En tercer lugar, este proyecto no establece la obligación de las personas con discapacidad 
de inscribirse en el Registro, lo cual me parece muy importante, porque las deja en libertad de actuar 
de acuerdo con su voluntad. Por lo demás, creo que en este caso los votos observados hacen mucho 
más simple las definiciones de trámite y son votos muy sencillos, porque su contabilización no va a 
insumir mucho tiempo, dado que lo único que se hace es comprobar si figuran en el Registro; no son 
votos observados por identidad, en cuyo caso hay que verificar si está la huella dactilar. Entonces, es 
una forma de conteo muy rápida que me parece que simplifica mucho el trámite; de no hacerlo así, 
todo el tema registral se complicaría bastante más. En ese sentido, todos somos celosos custodios de 
que la seguridad que siempre ha tenido el Uruguay en el trámite electoral se siga manteniendo. 


SEÑORA XAVIER.- Independientemente de la definición final en cuanto a qué artículo votar o cuál 
sería la redacción del mismo, pienso que lo que debe quedar claro en el artículo 1% es que se crea un 
Registro voluntario de discapacitados. Hasta ahora no sé si queda claro que se trata de un registro que 
da la posibilidad de que, quien tiene una discapacidad motriz, acceda a esas facilidades. Además, se 
registra para prever alternativas que no necesariamente podrá definir este marco legal. Digo esto 
porque muchas veces, dada la necesidad y la demanda, se crea un marco legal de protección de esos 
derechos y después la propia reglamentación adecua de mejor manera las mecánicas. 


Quería hacer hincapié en ese punto, pues creo que el artículo 1? -con la redacción que la 
Comisión considere adecuada- debe dejar claramente establecido que se trata de un registro voluntario 
de ciudadanos discapacitados motrices. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta sería, entonces, una primera aproximación al tema. En la próxima sesión 
-si es posible al finalizar la comparecencia de los representantes del Banco de Previsión Social, 
aunque quizás eso sea difícil- o, de lo contrario, en la sesión del día 17 de diciembre, dedicaríamos 
todo el tiempo necesario a tratar de resolver este tema. 


(Apoyados) 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 27 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


